TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISION CIVIL FAMILIA 

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veinticuatro de septiembre de dos mil nueve


Acta No. 496 del 24 de noviembre de 2009


Expediente 66001-31-03-005-2004-00228-01

Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por Alfonso Hernando Garcés Carmona frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del  Circuito de Pereira, en el proceso ordinario de pertenencia que promovió contra los herederos indeterminados del señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque y demás personas indeterminadas.

I
A N T E C E D E N T E S

1) Solicita el demandante se declare que por haberlo poseído durante más de veintisiete años, adquirió por prescripción adquisitiva de carácter extraordinario, el dominio del inmueble ubicado en la carrera 25 No. 17-31 de Pereira, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-16784 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo lugar; se ordene la inscripción del  fallo en el citado folio y se condene en costas a la parte demandada.

2) Como fundamento de esas pretensiones, se relataron los hechos que pueden resumirse así: 

-. Desde el año 1976, el actor ha ejercido la posesión tranquila y pacífica sobre el lote de terreno a que se refieren las pretensiones y que antes se identificaba con el No. 17-31 de la carrera 19; sobre ese predio construyó una casa de habitación, la que ha habitado con su familia sin ser molestado o perturbado por persona o autoridad alguna.

.- El propietario inscrito del lote de terreno es el señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque, quien lo adquirió por escritura pública No. 1011 del 14 de mayo de 1973, otorgada en la Notaría  Segunda de Pereira e inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-16784.

.- El citado señor falleció, no se ha iniciado el proceso de sucesión, ni se conocen herederos 

3) Por auto del 11 de enero de 2005 se admitió la demanda; en la  misma providencia se ordenó emplazar a los herederos indeterminados del señor Gregorio  Nacianceno Garcés y a las demás personas que se crean con derecho sobre el bien pedido en usucapión, así como la inscripción de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria respectiva.

4) Perfeccionados los emplazamientos ordenados y antes de proceder a la designación del curador a los ausentes, compareció al proceso el señor Aldemar Garcés Carmona quien adujo que otorgó poder para iniciar el proceso de sucesión de su tío Gregorio Nacianceno Garcés Duque, pues tiene derecho a heredar por representación de sus padres Gerardo Garcés y Ana Josefa Duque, proceso que se tramita en el Juzgado Primero de Familia de esta ciudad.

El citado señor, por conducto de apoderada judicial, sin manifestar de manera concreta si aceptaba o no los hechos en que se sustentan las  pretensiones, dijo oponerse a los hechos primero y segundo y en relación con el tercero y cuarto se limitó a hacer una serie de relatos para desconocer al demandante la calidad de poseedor que alega. Pidió se negaran las pretensiones y como excepción de fondo propuso la que denomino “Falta de los requisitos necesarios para el ejercicio de la acción”.

Mediante proveído del  23 de enero de 2006 se designaron sendas curadoras ad-litem para que representaran a los herederos indeterminados del causante Garcés Duque y a las demás personas que se consideraran con interés sobre el bien; notificadas las auxiliares de la justicia del auto admisorio, dieron respuesta al libelo. Las dos expresaron, en cuanto a las pretensiones, atenerse a lo probado en el proceso.

Posteriormente, sin explicar de manera concreta el interés que les asiste, comparecieron al proceso Carmen Emilia Garcés de Ramírez, Pedro Luis Garcés Duque y Jairo de Jesús Román Garcés, quienes aceptaron los hechos de la demanda y se allanaron a las pretensiones.

El juzgado, mediante proveído del  15 de marzo de 2006, reconoció personería al abogado que los representa, pero no dio trámite a la contestación de la demanda y les advirtió que debían tomar el proceso en el estado en el que se encontraba para entonces.

5) Sin que se hubiese realizado la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, se decretaron las pruebas solicitadas y  practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, término que solo aprovecharon el demandante y el señor Aldemar Garcés Carmona. 

II 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 11 de julio de 2008 y en ella el señor Juez Quinto Civil del Circuito declaró no prósperas las pretensiones; condenó en costas al demandante y dispuso cancelar la inscripción de la demanda sobre el bien objeto de la acción. 

Estimó el juzgado que no se configuró el elemento “corpus” propio de la posesión, al reconocer el demandante dominio en otra persona;  no se acreditó que en su entorno se tuviera la convicción inequívoca de que fuera el propietario del inmueble que considera adquirió por prescripción; tampoco en el familiar, en el que se sabía que el propietario era su tío Gregorio Nacianceno Garcés Duque y producido su deceso, el mismo grupo estima que son los herederos sus dueños. 

III
APELACIÓN

Impugnó el fallo la parte actora. Se ocupó de criticar la valoración que de las pruebas incorporadas a la actuación realizó el juzgado, pues considera que acreditan la posesión ejercida por el actor y por tal razón, debe accederse a las pretensiones y revocarse el fallo impugnado. 

IV
CONSIDERACIONES 

1) No se observa la existencia de causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado y se hallan satisfechos los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo.

2) El demandante está legitimado en la causa al aducir su calidad de poseedor de inmueble objeto de pertenencia; también lo están los señores Aldemar Garcés Carmona, Carmen Emilia Garcés de Ramírez, Pedro Luis Garcés Duque y Jairo de Jesús Román Garcés, quienes intervinieron como herederos del causante Gregorio Nacianceno Garcés Duque, condición que acreditó el primero con la copia de la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira en el proceso de sucesión del citado causante, por medio de la cual se aprobó la adjudicación que al citado señor se le hizo de los bienes relictos, como lo acreditan los documentos que obran a folios 47 a 50, cuaderno No. 1, y los últimos, con los que reposan a folios 63 a 65 del cuaderno principal y 1 y 2 del cuaderno No. 6. 

3) En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejerce  la actora la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.

De acuerdo con esa disposición y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva de dominio, se requiere para la prosperidad de esa acción, la confluencia de los siguientes tres presupuestos: 

a) Que verse sobre una cosa prescriptible legalmente.

b)  Que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e ininterrumpida.

c) Que dicha posesión se haya prolongado durante el tiempo previsto por el legislador.

El primero de tales requisitos se encuentra satisfecho en razón a que se alega la posesión sobre un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

Los otros dos no lo están. El demandante alegó haber ganado la propiedad por prescripción extraordinaria, pero no demostró poseer en forma inequívoca, pública y pacífica, sin reconocer dominio ajeno por el mínimo de tiempo exigido para ese fin.

El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

En el escrito con el que se promovió la acción afirma el demandante que es poseedor del inmueble objeto de la acción de pertenencia  desde 1976, aunque no explicó la forma cómo empezó a ejercerla, y que con esa calidad construyó una casa de habitación de una planta en la que ha vivido con su familia. De otro lado se acreditó que el propietario inscrito de ese bien es el señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque, quien lo adquirió por compra al señor Abel de Jesús Cortés Sánchez, mediante escritura pública No. 1.011 otorgada en la Notaría Segunda del Circulo de Pereira, el 14 de mayo de 1973
, de donde surge que el demandante no ostentó la calidad que invoca entre esta última fecha y aquella en la que dice comenzó su posesión.

Con posterioridad a esa fecha la condición de poseedor tampoco surge de manera evidente. Los testimonios oídos en el curso del proceso se han dividido en dos. Uno sostiene que lo es y el otro, que lo era el señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque, su propietario inscrito.

Ese primer grupo lo conforman los señores John Carlos García Ruiz, Marco Tulio Villa García, Miriam Cortés de Villa y Jaime Alonso Salazar Gómez.

El primero dijo que él ocupó el inmueble objeto de pertenencia, como inquilino, durante un año y medio,  aproximadamente en 1988 y que con esa calidad se entendió siempre con el demandante, quien construyó la casa “por pedacitos” y lo consideraba su propietario; que con anterioridad vivió en el lugar otra persona, cuyo nombre no recuerda; que el inmueble lo habita el demandante hace siete u ocho años y que le ayudó a transportar materiales para repararlo a raíz del terremoto de 1999, para lo cual recibió colaboración del Forec.

Marco Tulio Villa García afirmó que fue don Joaquín Garcés quien compró el inmueble para “escriturárselo” a su hijo Alfonso, tal como aquel se lo dijo; que hace cuarenta años vive en el sector y los vio mejorándolo hasta cuando construyeron la casa en la que vive el demandante con su familia hace nueve años; que fallecido el primero, el segundo  ha estado pendiente de la casa; luego afirma que desde 1970 es su poseedor; que el señor Gregorio, tío del último citado, lo visitaba y que allí murió porque, según cree, cuando se enfermó, Alfonso se lo llevó para ese lugar, en el que permaneció “un poco de meses” y que el inmueble estuvo arrendado a varias personas, calidad con la que no conoció al primero de los testigos citados.

Miriam Cortés de Villa, esposa del anterior, dice que hace aproximadamente treinta y siete años conocen a Alonso Garcés como propietario del bien porque viven enseguida de su casa y él mismo les informó que lo había comprado, lo vieron construir la edificación que actualmente existe, en la que vive hace como quince o dieciséis años y que en otras oportunidades la tuvo arrendada; que el lugar era visitado además por don Gregorio Garcés, tío del demandante y que con este iba a la casita “a darle vuelta”, “cada rato lo veía uno que iba con don Alfonso”, “cuando don Alfonso iba a cobrar los arriendos don Gregorio iba con él, él iba como por ir a andar con él, algunas veces lo veía y otras no”. 

Jaime Alonso Salazar Gómez afirmó que fue don Joaquín Garcés quien adquirió el bien para regalárselo a su hijo Alfonso, con cortapisas para que no se fuera a salir de él, aunque no sabe si se suscribió la respectiva escritura, pero no fue concreto en relación con la fecha en que el actor empezó a actuar como poseedor, aunque lo vio construyendo la casa que allí existe hace más de diez años y cree que alguna vez le prestó un dinero para comprar materiales. Además  dijo que Gregorio Garcés murió en ese lugar, tal como se lo comentó el mismo Alfonso.

Las personas que integran el segundo grupo de testigos reconocieron al señor Gregorio Garcés como poseedor del bien y al señor Alfonso Hernando Garcés como la persona encargada de administrarle la vivienda y su inquilino. Lo integran:

Luis Fernando Garcés Jaramillo, sobrino del actor e hijo del señor Aldemar Garcés, quien adujo que era Gregorio Garcés el propietario del inmueble, a quien el primero le pagaba arrendamiento y que a su fallecimiento, época para la cual residía en ese lugar, el demandante comenzó a decir que la vivienda era suya porque la había comprado. Explicó que los hechos narrados los percibió en las visitas que hacía al predio.

Carlos Albeiro Garcés Jaramillo, hermano del anterior, desconoció también la calidad de poseedor alegada por el demandante, explicó que era él quien se encargaba de administrar el inmueble porque el señor Gregorio no salía de su finca; que el mismo Alfonso le dijo que cancelaba arrendamiento y que lo vio mejorando el inmueble con unos auxilios que recibió del Forec; que en esa casa vivió por espacio de siete meses, para lo cual fue autorizado por Alfonso, pero no señaló la fecha en que ello aconteció. 

Mercedes Cardozo Cortés, prima del demandante y de Aldemar Garcés, contó que Gregorio Garcés compró el lote y empezó a construir hace muchos años, de lo que se enteró porque él mismo le mostró la casa y posteriormente le comunicó que la tenía arrendada; que con tal calidad la ocuparon hace más o menos seis años Alfonso y su familia, como se lo informó el mismo Gregorio; que la casa ha sido mejorada, pero ignora cómo, aunque cree que fue con algunos auxilios del Forec porque solo visita esa residencia cuando sus parientes están enfermos, pues allí son llevados por Alfonso para atenderlos, como ocurrió con el señor Gregorio. 

Javier Cardozo Garcés, primo de las partes en conflicto, también se refirió a Gregorio Garcés como el propietario del inmueble. Explicó que el predio permaneció arrendado y que hace aproximadamente tres años lo ocupa el demandante; que Alonso era el encargado de cobrar los arrendamientos por orden del dueño, quien era muy corto de espíritu y no sabía nada sobre negocios; tampoco leer o escribir y permanecía en la finca; que de pronto Alfonso ha mejorado la vivienda y en alguna oportunidad con auxilios del Forec. Además que era Gregorio quien pagaba los impuestos del inmueble y ante él se quejaba porque no alcanzaba a hacerlo con los arrendamientos que  producía, ya que trabajaban juntos. 

Orlando Cardozo Garcés expuso que Gregorio Garcés comentaba que era el dueño del inmueble ubicado en el barrio El Jardín y que lo mantenía arrendado. Sin dar la razón de la ciencia de su dicho, afirmó que  allí vive Alfonso, aunque no sabe en qué calidad y que Gregorio lo mejoró.

Guillermo Cardozo Garcés, primo en segundo grado de los litigantes, conoció a Gregorio como el propietario del bien y que a su fallecimiento pertenece a los herederos; que no ha visto mejorar la vivienda y que su tío Gregorio le informaba que la tenía arrendada.

Fernando Cardozo Garcés, primo en segundo grado de las partes, expresó que era Gregorio el propietario del inmueble; que Alfonso  le  colaboró mientras estuvo vivo y por tal razón se quiere apoderar de él; que además era el encargado de manejar los bienes del dueño, como éste mismo se lo informó; que actualmente ocupa la vivienda, aunque desconoce desde cuándo y que le hizo mejoras con auxilios que recibió del Forec.

Los testimonios de los señores Carlos Albeiro Garcés Jaramillo, Mercedes Cardozo Cortés y Javier Cardozo Garcés fueron tachados de sospechosos por el apoderado del demandante, en razón al vínculo que une a los declarantes con las partes, sin que el funcionario de primera instancia se hubiere pronunciado al respecto.

Para suplir esa omisión basta afirmar que los deponentes no sólo están ligados por vínculos familiares con la parte que solicitó la prueba; también los tienen con el demandante y por esa razón, a  juicio de la Sala, el mero parentesco no puede ser, en este caso concreto, motivo que justifique calificar de sospechosas sus afirmaciones, ya que de otro lado no se evidencia circunstancia alguna de la que pueda inferirse que su imparcialidad se afectó como para concluir de manera razonada que en su ánimo cobró mayor fuerza el interés en los resultados del proceso, que el deber de colaborar con la justicia, ya que sus versiones coinciden entre sí y con las demás que se rindieron en el proceso; además, todos dieron  cuenta de los actos ejecutados por el actor sobre el inmueble objeto de la acción, los mismos se relataron en la demanda, aunque desconociéndole su calidad de poseedor. 

Así las cosas, se declarará infundada la tacha formulada.

En sus declaraciones dieron cuenta los testigos oídos a instancias del demandado sobre los  actos materiales que sobre el predio ejecutó el demandante, concretamente al plantar unas mejoras, entregarlo en arrendamiento y ocuparlo desde hace aproximadamente ocho años, pero del análisis en conjunto de esa prueba puede inferirse con seguridad que actuó como administrador del inmueble, porque como parientes del señor Gregorio Nacianceno Garcés no dejaron de desconocerle su calidad de propietario desde cuando lo adquirió por escritura pública. En consecuencia, las actuaciones del actor no revelaban el elemento subjetivo que exige la posesión, es decir, el animus o comportarse como dueño.

Ese hecho tampoco puede encontrarse en las afirmaciones que hicieron los declarantes escuchados a instancias del actor.

A pesar del vínculo que une a la testigo Miriam Cortés de Villa con el deponente Marco Tulio Villa García y aunque son vecinos del actor hace cuarenta años, tienen percepciones diferentes sobre los hechos a que hicieron alusión. Cada uno se refirió a persona distinta como la que adquirió la propiedad del inmueble, se refieren a épocas muy diferentes al mencionar aquella a partir de la cual el demandante vive en el lugar y a la relación que  tuvo el propietario inscrito con el predio, pues mientras el primero mencionó que allí falleció porque llevaba varios meses viviendo en el lugar, la segunda desconoce hecho como ese; ésta se refirió a las continuas visitas que hacía el citado señor al inmueble y aquel no hizo ninguna mención al respecto. 

Las afirmaciones del señor Villa no coinciden ni con las manifestaciones contenidas en la demanda, ni con las expresiones de los demás testigos, toda vez que se refirió al padre del demandante como el propietario del bien, quien lo adquirió para dárselo a su hijo, pero como ya se indicara, está probado que el predio lo adquirió el señor Gregorio Garcés en 1973, quien figuraba aún como titular del derecho de dominio para la fecha en que se presentó la demanda.

Y aunque los señores John Carlos García Ruíz  y Jaime Alonso Salazar Gómez dieron cuenta de actos de posesión ejercidos por el demandante, de sus solas expresiones no puede inferirse que los hubiese ejecutado por período suficiente para adquirir por prescripción, y de su análisis con los que se escucharon a instancias del señor Aldemar Garcés, se infiere que no las realizaba porque se considerara dueño, sino porque ayudaba a su tío Gregorio Nacianceno, el propietario inscrito, a administrar el inmueble.

El citado señor no dejó de visitar el predio aunque estuviese ocupado por otras personas y fue en ese lugar en el que murió, como lo expresaron casi todas las personas que concurrieron a declarar. Ese hecho sumado a la circunstancia de que ninguna prueba se incorporó a la actuación para demostrar con certeza que se desprendió de la calidad de dueño para actuar como mero tenedor, permiten considerar que al menos, mientras estuvo vivo, no fue el demandante su poseedor material.

La prueba que se analiza permite inferir que el demandante  participó en la construcción de una edificación sobre el lote adquirido y en la administración del inmueble, el que además ocupó en los últimos años, pero ninguna demuestra que así actuaba porque se consideraba propietario, por lo menos antes del fallecimiento del señor Gregorio y es sabido que detentar la cosa no es suficiente para poseer en sentido jurídico, mientras de otro lado no se demuestre la intención de actuar como propietario.

Este último elemento es el que tiene la virtud de permitir adquirir por prescripción; cuando no existe no se puede considerar poseedor a quien solo ejerce un poder de hecho sobre el bien, por numerosos que sean los actos materiales que sobre él ejecute. La prueba sobre esa calidad resultaba esencial, porque solo a partir de la fecha en que ocurre puede empezarse a contar el tiempo requerido para que la posesión material le permita obtener el dominio de la cosa. Así lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“…Y aunque el causante hubiera conservado materialmente el mismo predio hasta la fecha, de su óbito (dic. 25/92), ello, per se, no tenía el efecto de trocar, necesaria e ineludiblemente, su primigenia condición de tenedor en poseedor, comoquiera que “el simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión” (art. 777, ibíd.), desde luego que para ello “se exige al tenedor la prueba de la interversio possessionis, por medio de un acto traslaticio emanado de tercero o del propio contendor naturalmente titular del derecho” (LXXXVI, 14) o “de su alzamiento o rebeldía, esto es del desconocimiento efectivo del derecho de la persona por cuya cuenta llegó a la cosa” (LXXI, 501 y LXXXVIII, 203) dentro de “una ubicación temporal que permita inferir la medida de un punto cierto, seguido de actos categóricos, patentes e inequívocos de afirmación propia, autónoma. Pues, en el último caso, le es indispensable descargar indiciariamente la presunción de que las cosas continúan conforme empezaron, aplicación elemental del principio de inercia, consagrado en los artículos 777 y 780 del Código Civil” (CLXXII, 184 y 185 y CXCII, 279)…”

Los actos de administración y la mera tenencia no son suficientes entonces para adquirir la calidad de poseedor mientras la intención del actor no hubiese sido la de obrar como propietario, de señor y dueño del inmueble, aspecto subjetivo que se insiste, no se probó en el plenario y  que no puede deducirse de los actos materiales que ejecutó sobre el bien, que en este caso se tornan de naturaleza equívoca porque no se demostró que el propietario inscrito hubiese dejado de actuar como tal y en esas condiciones no puede afirmarse que hubiese perdido la posesión para que la empezara a ejercer el accionante y que éste, con esa calidad hubiese plantado mejoras sobre el bien, percibido arrendamiento y ocupado el predio.

La calidad de tenedor del predio pudo haberse transformado en posesión con la muerte del señor Garcés Duque, hecho que se produjo el 24 de diciembre de 2002, como lo acredita la copia autentica del registro de defunción de origen notarial que obra a folio 14 del cuaderno principal, pero desde entonces a la fecha en que se formuló la demanda, el 14 de diciembre de 2004, no había transcurrido el término de veinte años que sirvió de fundamento al juzgado para negar las pretensiones; tampoco el de diez que sólo puede empezar a contarse a partir de la vigencia de la Ley 791 de 2002, de acuerdo con el articulo 41 de la ley 153 de 1887, si es que de ella quería aprovecharse el demandante.

La inspección judicial que con intervención de perito se realizó en el inmueble objeto de este proceso, en el que se identificó plenamente, solo demuestra que es el mismo objeto de la acción y su avalúo, pero no resulta medio idóneo para acreditar la posesión en el actor por más de treinta años.

Con el interrogatorio que aquel absolvió se trató de obtener la confesión, pero ello no se logró porque insistió en ser el poseedor material del bien.

La Sala no puede pasar por alto que incurrió el demandante en conducta que resulta reprochable al dirigir la demanda contra los herederos indeterminados del propietario aduciendo falazmente que el proceso de sucesión no se había iniciado, toda vez que una mínima actividad de su parte le hubiese permitido comprobar que se tramitaba en el Juzgado Primero de Familia de esta ciudad y tampoco podía afirmar que no conocía los herederos del citado señor, los hermanos del difunto, porque es su sobrino.  

A pesar de que en tal forma se pudo haber configurado una causal de nulidad, los herederos determinados del causante que intervinieron en el proceso, a quienes podía afectar, no la alegaron y en consecuencia se produjo su saneamiento.

En conclusión, como el demandante no pudo acreditar que hubiese ejercido la posesión material del bien en forma inequívoca, pública y pacífica mientras vivió el señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque, su propietario, y desde entonces hasta la fecha en que formuló la demanda no ha corrido el término necesario para usucapir, no está facultado para adquirir el inmueble por ese medio.

Por las razones expuestas, para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente, que pretende hallar su ánimo de propietario en unas pruebas que no dan cuenta de su intención de actuar como tal, ni que haya desconocido tal calidad en el titular del derecho de dominio.

En esas condiciones se confirmará la providencia impugnada. 

El demandante será condenado a pagar las costas causadas en esta instancia exclusivamente en favor del señor Aldemar Garcés Carmona, quien intervino como heredero determinado del señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque para oponerse a las pretensiones. Frente a los demás demandados no aparecen causadas.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- CONFIRMAR la sentencia de fecha 11 de julio de  2008, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario promovido por el señor Alfonso Hernando Garcés Carmona contra los  herederos indeterminados del señor Gregorio Nacianceno Garcés Duque y demás personas interesadas, ADICIONÁNDOLA en el sentido de no admitir la tacha formulada respecto a los testimonios de que se hizo mención en la parte motiva de esta providencia.

2º.- Costas a cargo del impugnante, a favor del señor Aldemar Garcés Carmona.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.



CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

       

       
GONZALO FLÓREZ MORENO

         
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Folios 10 a 13, cuaderno No. 1


�	 Sala de Casación Civil, Sentencia 7757 octubre 22 de 2004, MP. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo







